Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes del Sindicato de Guardahilos de ANTEL) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los representantes del Sindicato de Guardahilos de 
ANTEL, a quienes les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR RODRIGUEZ (Don Gustavo).- Antes que nada, quisiéramos pedir disculpas por no haber 
concurrido cuando nos citaron la otra vez, porque hubo un error de información. 


Como dijimos en el mes de diciembre, después de los días que estuvimos en la Torre de las 
Comunicaciones, planteamos que se nos regularice la situación. Durante estos meses habíamos 
llegado a un principio de acuerdo con ANTEL, donde con contratos a término se nos ¡ba a regularizar. 
En una asamblea, los compañeros aceptaron esa propuesta de ANTEL de ingresar con contrato a 
término para después ver una posible presupuestación. En esa instancia, la empresa nos comunica 
que esa propuesta era viable a cambio de que se retiraran todas unas demandas que hay de créditos 
laborales, lo cual no había sido discutido durante el proceso en el que se llegó al acuerdo. Los 
compañeros eso no lo aceptaban y recientemente, el mes pasado, al retirar ese acuerdo -cuando se 
vino a firmar- ANTEL seguía planteando esa condición. Ahora se abrió una nueva instancia en el 
Ministerio y ANTEL nos planteó un nuevo acuerdo de contratos a un año, con opción a un año más y 
otro más, y ahora estamos un poco trancados en ello. 


SEÑORA COLOMBO.- Para hacer un breve “racconto”, los trabajadores guardahilos se organizan en 
función de que tenían una situación bastante especial, ya que tenían desregulada su condición de 
trabajador. Es decir que son trabajadores que cobran un aguinaldo por ANTEL, pero su jornada laboral 
implicaba que son “full time” y que no tienen cobertura asistencial, licencia ni salario vacacional. Ante 
esto, los trabajadores se organizaron sindicalmente e iniciamos el proceso, en primera instancia, 
concurriendo al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a la DINATRA, a los efectos de reivindicar su 
condición de trabajador y su jornada de ocho horas, como corresponde, con todos los beneficios. Ahí 
se inició un proceso en el cual ibamos, veníamos y no se nos entendía, ya que estaba cuestionada la 
condición de trabajador. En un principio allí se decía que eran servicios de arrendamientos y luego que 
eran unipersonales. Todo eso se sacó de la mesa en función de que los trabajadores prestaban el 
servicio directamente a ANTEL y que no estaban registrados como empresas unipersonales y no 
tenían ningún contrato de servicio de arrendamiento. 


En el mes de diciembre llegamos a la instancia que, en virtud de que no se lograba un 
acuerdo, los trabajadores decidieron llevar adelante una acción reclamando la aceleración del proceso 
de negociación. Allí tomó cartas en el asunto el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través del 
Director Nacional de Trabajo, el señor Julio Baráibar, y del doctor Loustanau. Aquí los trabajadores 
instalamos un ámbito de negociación que empezaba el proceso de intentar buscar los caminos para 
regularizar esta situación. 


Asimismo, pusimos sobre la mesa el tema de la Ley N* 17.556. Siempre reclamamos el 
derecho al contrato de función pública. ¿Por qué decimos esto? Entendemos que por la tarea 
sistemática que llevan adelante los compañeros durante diez, quince, veinticinco o treinta años, debe 
considerarse como un puesto de trabajo genuino; se trata de un servicio que alguien hace al Ente. Por 
lo tanto, pensamos que es un hecho constatado que el trabajador que durante tantos años sirvió al 
Ente, a esta altura debería estar presupuestado. 


Sin embargo, los hechos no son así, y entonces planteamos el tema de los contratos de 
función pública. El Directorio del Ente nos señaló que eso no era posible dado que jurídicamente no 
estaba permitido pero que, de todos modos, podría buscarse en este ámbito que instalamos, la manera 
de regularizar la situación. Cabe señalar que hasta ese momento los trabajadores venían reclamando 
la diferencia de créditos laborales; esto es, no estaba en cuestión la indemnización, sino licencias, 
salarios vacacionales y aguinaldos que no cobraron. Al respecto, vale aclarar que tienen un aguinaldo 
pero que es ficto. Al no estar organizados sindicalmente ni haber tenido cabida sus reclamos ante las 
Administraciones anteriores, iniciaron el reclamo por vía jurídica. Cuando instalamos ese ámbito, 
planteamos dejar en suspenso ese reclamo a fin de poder negociar sin que eso constituyera un 


impedimento. Como dije, analizamos la Ley 17.556, relativa a los contratos. Allí se planteó que este 
mecanismo tenía características especiales; es un contrato llamado abierto. Nosotros nos opusimos 
porque entendimos que eso no amparaba a los 218 puestos de trabajo que ya estaban. Quiere decir 
que no aceptamos el contrato llamado abierto porque lo que pretendíamos era regularizar la situación y 
no perder los puestos de trabajos existentes. En ese marco, fuimos viendo cómo lograr que esa ley se 
adaptara a estas condiciones. Al respecto, alcanzamos un acuerdo con el Directorio de ANTEL - 
también tuvimos una instancia a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- por el cual el 
porcentaje se subía en función de los antecedentes en la tarea y en el cargo por los años que tuviera el 
trabajador en el desempeño de esa labor, el examen psicotécnico no sería eliminatorio -sabíamos que 
por la edad de algunos trabajadores, tendrían problemas para pasarlo- y, por último, que el examen 
psicofísico tampoco lo fuera. Nos parecía correcto que esto entrara por la vía de un contrato o de una 
ley, pero que se contemplaran las aspiraciones de este conjunto de trabajadores. 


En junio o julio llegamos a este acuerdo, pero se nos condicionó en virtud de que eran 
puestos de trabajo por renuncia de la diferencia de los créditos laborales, o créditos laborales 
renunciando al puesto de trabajo. Respondimos que entendíamos que no debía ser así porque los 
créditos laborales, como cualquier trabajador, los reclamamos a los privados y a los públicos, ya que 
alguien debe hacerse cargo de esa desregulación que tienen los trabajadores. 


Como considerábamos que podía ser muy abultado el monto final para los costos del Ente -se 
reclaman cinco años- los trabajadores, en su asamblea, decidieron dejar de lado algunos reclamos - 
como por ejemplo, los relativos a la nocturnidad y a las horas extra- manteniendo solamente los 
vinculados a la licencia, salario vacacional y aguinaldo. Esto tampoco permitió llegar a un acuerdo. El 
Directorio del Ente ha planteado que no puede llevar adelante eso, porque en el Presupuesto no hay 
ninguna partida que contemple pagar la regularización de esta diferencia de créditos laborales. 


Nosotros hace prácticamente 18 meses que estamos en este proceso y creemos que hay 
voluntad de las partes salir de él lo antes posible. Por tanto, planteamos que si no estaban los créditos 
laborales, por lo menos se nos diera la posibilidad de que el contrato de trabajo tuviera una estabilidad 
laboral mínima. El contrato que los trabajadores tendrían que firmar ahora sería de un año, y un año 
más renovable automáticamente. En caso de que existiera algún tipo de irregularidad de parte de los 
trabajadores, como sanciones y demás, se cuestionaría la renovación automática. Esta información la 
tuvimos que llevar a la Asamblea para poder resolver con los trabajadores. Al tomar en cuenta que hay 
trabajadores que se desempeñaron, como mínimo, durante 10, 25 ó 30 años, y que con este nuevo 
contrato lo que podíamos lograr era que dentro de cuatro meses no tuvieran más trabajo, nos pareció 
una irresponsabilidad de nuestra parte. 


De todas maneras, seguimos hablando con el Directorio del Ente, y en el día de ayer nos 
llamó el señor Juan Pablo Rivoir, quien nos comunicó que existe la intención en el Ente de tratar que el 
contrato sea por cuatro años y que el tema se discuta en el próximo Presupuesto. El problema es que 
el convenio se tiene que dar de tal forma que no quede tan acotado a los cuatro años porque el Ente, 
como tal, tampoco tendría la potestad de establecer un contrato con ese plazo, porque éste debe ser 
renovable automáticamente por año, como lo establece la ley. 


Por tanto, hemos asistido a todas las instancias y cuidamos ese ámbito que acordamos a los 
efectos de poder regularizar esta situación porque para nosotros, como trabajadores organizados, eso 
es fundamental. Es algo que hacemos con respeto; lo que sucedió fue que a la hora de firmar nos 
dijeron que no se podía regularizar la diferencia de créditos laborales. 


No dudamos de que el Ente no tiene los recursos necesarios, puesto que en el Presupuesto 
no está contemplada una partida fija para la diferencia de créditos laborales, y por esa razón es que 
pedimos estabilidad laboral, es decir, que se contemple al trabajador que estuvo 20 años y que no 
firme un nuevo contrato que lo deje sin trabajo dentro de cinco meses. 


Hay otros detalles; en el mes de enero hicimos un acuerdo con el Directorio del Ente para 
que se empezara a gestionar la cobertura asistencial de los trabajadores. Debemos entender y dejar en 
claro que esto es una herencia de Administraciones anteriores y que hasta el momento, durante todos 
estos años de trabajo, cada vez que los trabajadores se accidentaron, terminaron atendiéndose en el 


hospital del pueblo, porque no tienen cobertura asistencial de mutualista y nunca la tuvieron. Además, 
no tienen relevo -por lo que su tarea es a disposición, o sea “full time”- así como tampoco licencia ni 
salario vacacional, la que no sólo no la cobran sino que no la pueden usufructuar. 


Todo esto más allá de que, en algún momento y por suerte, llegamos a un acuerdo de partes, 
que sacó aquello de que eran cuotas políticas. Se trata de trabajadores que, como tales, reclaman sus 
derechos y sus reivindicaciones. Es así que sacamos también de la mesa aquello de que se trataba de 
trabajadores que cobraban $ 60.000 o $ 70.000, porque no era cierto. Indudablemente, sabemos que 
vivimos en un país donde el empleo público se ha obtenido en un porcentaje por cuota política y no 
vamos cuestionar eso; sí decimos que hay un grupo de trabajadores que tienen que regularizar su 
situación y para ello apostamos a todos los ámbitos e instancias en las que se nos permite plantear 
esto, a los efectos de llegar a algún acuerdo que contemple, por lo menos, nuestras reivindicaciones. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RIOS.- ¿En qué instancia se encuentra el juicio de reclamación de créditos laborales? 


SEÑOR MONSUAREZ.- En realidad, se trata de varios procesos que están en diferentes etapas. Uno 
de ellos se perdió, otro se ganó, dos que están ganados en primera instancia y otro que, en segunda 
instancia, antes de fin de año tendría sentencia. 


SEÑOR RIOS.- ¿Los juicios son individuales o plurisubjetivos? 
SEÑOR MONSUAREZ.- Son plurisubjetivos y, en promedio, son unas quince personas por proceso. 


Ya fue suficientemente explicitada -ustedes conocen el tema por una comparecencia anterior 
a la Comisión- cuál es la situación de hecho a que nos enfrentamos. En tal sentido, los sucesos de los 
últimos tiempos y algún “insuceso”, como el desalojo de la Torre, integran la historia más reciente. Acá 
quiero separar dos temas: el estrictamente laboral, que sería el político gremial -por llamarlo de alguna 
manera y tomando la palabra “político” en sentido macro, no político partidario- y otro que es el 
estrictamente jurídico. Desde el punto de vista gremial y laboral tengo la satisfacción de decir que se ha 
llegado a un arreglo, a un acuerdo total sobre las condiciones en que estas personas deben prestar su 
actividad que, en realidad, son las de todo trabajador común y corriente es decir, ocho horas de tarea, 
descanso semanal e intermedio. Por otra parte, también hay acuerdo en lo que respecta a las 
remuneraciones. 


Creo que acá hay un tema que tiene cierta gravedad; esto lo digo como operador jurídico y 
no pretendo ir más allá porque no soy otra cosa. Me refiero al planteo del Directorio de ANTEL -que es 
una empresa pública- que fue frontal y quedó registrado en varias versiones taquigráficas de la Cámara 
de Representantes que expresa que para tener acceso al trabajo o continuidad en él -porque, en 
realidad, estamos hablando de personas que hace 35 años están ahí- es necesario que desistan del 
juicio. Creo que este es un hecho inédito -algo he leído al respecto y, honestamente, no recuerdo un 
planteo similar-; es algo grave, porque implica una negativa al derecho de jurisdicción que tiene 
cualquier ciudadano. ¿Cuál es el ámbito natural en que se resuelve este tipo de cosas? Evidentemente 
ante la Justicia. Hay un convencimiento por parte del Directorio de ANTEL de que tendría que haber 
una regularización en el tema, cosa que me parece bien porque hay un acuerdo sobre el punto, pero 
creo que hay que regularizar la situación y dejar que los juicios sigan su curso normal en su ámbito 
natural, que es el del Poder Judicial. 


Quiero ser claro más allá de todas las vicisitudes que se han dado, porque parecería que 
ahora hay cierto acercamiento. Repito que el planteo de ANTEL fue: “si ustedes quieren trabajo, 
desistan del juicio. De lo contrario, hacemos un llamado público”. Traducido a mi jerga significa que si 
los trabajadores no desisten del juicio, los echan. Esto es crudo, y sacando la elegancia de los 
términos, es así y está en contra de lo que el Derecho Laboral ha combatido durante toda una vida, es 
decir, desistir de un proceso. En realidad, se trata de abandonar el juicio para poder seguir trabajando. 
Reitero una vez más que esto es grave. 


Lo que se le pide al Directorio de ANTEL es que regularice la situación, que se celebre un 
acuerdo al que se llegó con trabajo y esfuerzo, es decir, que se celebren esos contratos y que la gente 
trabaje en paz y como debe ser, en el puesto que ocupa hace muchísimos años. Si existe la posibilidad 
de transar, de llegar a un acuerdo sobre créditos de naturaleza salarial laboral, o sea, sobre el dinero 
que se les debe a estas personas por haber trabajado, bienvenido sea; pero si como cree el 
Vicepresidente del Ente, se van a ganar todos los juicios, creo que lo que éste debe hacer, justamente, 
es esperar el resultado. Estamos recurriendo a todos los ámbitos que sean necesarios y que están 
previstos legalmente pero lo que no me parece correcto es el “canje” -por llamarlo de una manera 
elegante porque, en realidad, hay otros términos que lo describen mejor- propuesto: “si quieren trabajar 
tienen que abandonar el juicio”. 


Esto, en definitiva, es sobre lo que quería alertar, y hasta el día de ayer, la posición de ANTEL 
era muy intransigente en cuanto iba a haber un llamado público y quien tuviere juicio pendiente, de 
ninguna manera podía seguir trabajando. Hay que recordar que se trata de personas físicas, no son 
empresas y tampoco son unipersonales. 


Este Directorio ha demostrado voluntad de negociación, pero ya hace casi dos años que los 
trabajadores están en idénticas condiciones que en períodos anteriores; además se ha contratado 
gente nueva en iguales condiciones, utilizando el mismo contrato. Incluso, se ha contestado una 
demanda radicada en el Juzgado Civil 13, con la misma respuesta que antes, o sea, en idénticas 
condiciones. 


En lo personal suelo ser constructivo y considero que este Directorio, hasta cierto punto, ha 
encarado bien las cosas y me parece correcto lo que ha hecho. Ha intentando regularizar en el buen 
sentido, olvidando cosas chicas que no vienen al caso, indicando a la gente que debe trabajar teniendo 
en cuenta las leyes laborales existentes. No obstante, creo que llegamos a un punto tal que tuvimos 
saltar a un ámbito totalmente inesperado. 


Entonces, la idea es que se recapacite y se hable; creo que es fundamental hacerlo teniendo 
en cuenta la diferencia natural que existe entre el empleador y el trabajador. El empleador siempre está 
en posición de superioridad y fuerza frente al trabajador -eso lo sabemos todos y por eso se establecen 
ámbitos de negociación colectiva y demás- y la actitud del Directorio de ANTEL ha sido la de utilizar 
esa fuerza presionando para lograr algo que no corresponde, es decir, ese canje al que se hacía 
referencia hace instantes. Me parece bien que ANTEL regularice, incluso lo celebro, porque sería un 
logro y una gran actitud, pero habría que eliminar, simplemente, ese condicionamiento. 


Entonces, en el caso de que se produzca el despido de estas 218 personas -ANTEL lo llama 
rescindir un contrato, pero nosotros le decimos despido- la única causa que va a tener es la existencia 
de juicios en la esfera laboral. Repito, todo lo relativo a las condiciones de trabajo está acordado así, es 
decir, que si se los despide es por haber iniciado algún juicio. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que el tema que tenemos que analizar es cómo sigue esto, es decir, 
ver cuáles son las instancias que creen ustedes deberían darse para llegar a un entendimiento que 
permita no sólo mantener la fuente laboral sino fijar alguna certeza hacia el futuro que, supongo, es el 
tema que más les preocupa a quienes se desempeñan hoy como guardahilos. Aun en el caso de que 
se pudiera llegar a un entendimiento entre las partes, es decir, a una transacción que consideren 
satisfactoria tanto el Directorio de ANTEL como los trabajadores, me da la impresión de que lo que les 
está faltando es tener una certeza de por cuánto tiempo se va a extender el contrato laboral en tanto 
los funcionarios cumplan cabalmente con sus responsabilidades y obligaciones. Respecto de este 
tema, ¿existe alguna definición clara por parte de la Administración? 


SEÑORA COLOMBO.- En la intervención anterior planteamos que, en principio, seguimos defendiendo 
el contrato de función pública en el entendido de que los funcionarios ya lo tienen ganado, porque hace 
muchísimos años que trabajan ahí. Realmente, desconozco cuál es el mecanismo si no fuese el 
contrato de función pública, mediante el cual se pueda hacer una excepción, ya que se trata de 218 
trabajadores que realizan sistemáticamente cierta tarea desde hace muchos años. En este sentido la 
solución que nos dio el Ente -que además consta por escrito- fue la de un contrato por un año, con 
renovación simultánea de otro más; pero allí no hay estabilidad laboral porque, incluso, figuran 


condicionantes que, obviamente, no vamos a firmar sabiendo que a corto plazo nos podemos quedar 
sin trabajo. 


Cabe destacar que han salido inspecciones al interior con el fin de controlar la locomoción de 
los trabajadores. Todos sabemos que en este país con los sueldos que se ganan, es muy difícil tener 
un auto de dos años para, por ejemplo, andar en el medio de Caraguatá o Pirarajá. Además, hasta fue 
cuestionada su presencia física. Entonces, me parece que se está yendo por mal camino. 


Nosotros hemos planteado disponibilidad para dialogar y buena voluntad, en tanto los 
compañeros lo decidieron. Si acá el problema es de salario, nosotros queremos ganar como cualquier 
agente guardahilos presupuestado -fue lo primero que se aceptó- en función de la estabilidad laboral. 
No se está pidiendo absolutamente nada ajeno a lo que gana un trabajador presupuestado. También se 
nos dijo que en ANTEL iba a haber trabajadores A, B y C. Sabemos que entre nosotros no hay 
trabajadores A, B y C, pero si los tiene que haber en función de los requisitos que se exigen para entrar 
a cualquier Ente u organismo público. Creemos que acá pesan otros elementos, entre ellos, los años 
que tienen los trabajadores en la tarea. 


Nosotros dejamos establecido un redimensionamiento que el Ente se plantea y que lo van a 
llevar adelante los actores involucrados: el director de redimensionamiento en el lugar que 
corresponda, con los trabajadores involucrados en esa tarea. Obviamente, no lo vamos a hacer 
nosotros, el PIT-CNT, de afuera, sino los compañeros. A lo que decimos sí es al contrato de función 
pública o a una estabilidad laboral, para que algunos trabajadores no se vean sometidos. Por otra 
parte, hay una franja etaria que dentro de dos años se está jubilando, y mal quedaría que ese 
trabajador, por sus condiciones, termine siendo despedido del Ente porque no tiene el perfil que la 
empresa necesita. 


SEÑOR RODRIGUEZ (Don Pedro).- Pido disculpa a los compañeros porque no voy a hablar en su 
nombre, sino en forma personal como guardahilos. Quisiera explicar el sentimiento que me lleva a 
hacerlo. Yo llevo 10 años trabajando, tengo una buena relación con el ingeniero y una buena 
calificación de parte del capataz. Trabajo todo el día, atiendo una zona muy difícil y en un solo lugar, 
que es Crami, donde tengo 65 abonados. 


Habíamos alimentado la esperanza de ser regularizados por el artículo 7% del Presupuesto, 
pero eso no ocurrió. Agradezco mucho la voluntad del PIT-CNT, de los compañeros, del mismo 
abogado que dejó juicios de lado para tratar de solucionar el tema laboral de todos los compañeros. 
Sin embargo, creo que este Directorio en ningún momento tuvo la voluntad de solucionar el tema 
porque, como bien dijeron los compañeros, desde diciembre se ha venido diciendo que nos iban a dar 
determinadas cosas que nos pertenecían, pero hasta ahora no nos dieron nada. 


Simplemente puedo decir que se le está cayendo a otros compañeros -por ejemplo, en 
Colonia o Paysandú- que tienen que trabajar desde las siete de la mañana hasta las siete de la tarde, 
los siete días de la semana y no se puede faltar. Todo esto ha hecho que no les pueda tener confianza. 
No puedo tener confianza en un Directorio que nunca nos ha apoyado, y es por eso que hemos venido 
a hablar con los señores Senadores, para ver qué solución se puede encontrar. Pero antes les quiero 
hacer una pregunta, vinculada a un hecho que, si no me equivoco, tuvo lugar hace unos días en el 
Senado. Tengo entendido que se votó un proyecto de ley por el que se habilita la posibilidad de 
acogerse a la jubilación a personas que, en tiempos de la dictadura, tuvieron algunos problemas. 


SEÑOR ALFIE.- Efectivamente es así; el martes pasado se votó ese proyecto de ley. 


SEÑOR RODRIGUEZ (Don Pedro).- Esas personas tuvieron problemas en la época de la dictadura 
porque pensaban diferente. En ese sentido, personalmente concluyo que se me ha cuestionado 
políticamente por ser blanco, colorado o de otro partido, y por tal razón el actual Directorio me ha 
querido despedir. De otro modo no se entiende que, si en lo personal reúno todas las condiciones 
requeridas para el trabajo, se emplee a otra persona para cumplir mi función. 


Pido disculpas a los señores Senadores por estos comentarios que, quiero aclarar, no 
corresponden a la intención que mueve a mis compañeros de delegación, sino que se trata de una 
reflexión que quise hacer porque responde a un sentimiento muy profundo. Agradezco la posibilidad 
que me brindaron de expresarme en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión está a la orden, como siempre, y tal como ha sucedido desde 
que este tema se instaló en la consideración del Cuerpo, vamos a seguir atentos a lo que quieran 
plantearnos los miembros de la delegación que hoy nos visita. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 56 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


